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Jueza Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand. 

 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 El 1 de julio de 2016 el señor Josué Maldonado Salas (señor 

Maldonado) presentó ante el Tribunal de Primera Instancia (TPI), 

Sala de Arecibo, una moción al amparo de la Regla 35 de 

Procedimiento Criminal de Puerto Rico.  En ella solicitó la 

eliminación del agravante de la pena que establece el Art. 7.03 de 

la Ley de Armas de Puerto Rico.1  Ello debido a que alegadamente 

este no fue incluido en el pliego acusatorio, lo que conllevó la 

violación de sus derechos constitucionales por ser dicho proceder 

contrario a la norma establecida por nuestro Tribunal Supremo en 

Pueblo v. Santana Vélez2.  En consideración al escrito sometido, el 

TPI emitió orden el 11 de julio de 2016 denegado la petición del 

señor Maldonado.   

 No conteste con la decisión emitida, el señor Maldonado 

recurrió ante nos mediante Moción Auxilio de Jurisdicción al 

Amparo de la Regla (35) del Procedimiento Criminal de PR.  En ella 

                                                 
1 Art. 7.03 de la Ley Núm. 404—2000, según enmendado, mejor conocida como 
la Ley de Armas de Puerto Rico, 25 L.P.R.A. sec. 460b.  
2 177 D.P.R. 61 (2009). 
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expuso los mismos argumentos levantados ante el TPI, por lo que 

la controversia del caso de marras gira en torno a si la alegada 

omisión en el pliego acusatorio del agravante de la pena 

establecido en el Art. 7.03 de la Ley de Armas de Puerto Rico, 

supra, quebrantó la norma fijada en Pueblo v. Santana Vélez, 

supra.3  Para una mejor comprensión de la controversia de autos, 

veamos lo que dispone el precitado apartado: 

Toda persona que resulte convicta de alguna de las 

disposiciones de este capítulo, y que dicha convicción 
esté asociada y sea coetánea a otra convicción de 
cualquiera de las disposiciones de las secs. 2101 et 
seq. del Título 24, conocidas como la “Ley de 
Sustancias Controladas de Puerto Rico”, con excepción 
de su sec. 2404, o de las secs. 971 et seq. de este título, 
conocidas como la “Ley contra el Crimen Organizado y 
Lavado de Dinero del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico”, será sancionada con el doble de la pena 
dispuesta en este capítulo. 
 
Todas las penas de reclusión que se impongan bajo este 
capítulo serán cumplidas consecutivamente entre sí y 
consecutivamente con las impuestas bajo cualquier otra 
ley. Además, si la persona hubiere sido convicta 
anteriormente por cualquier violación a este capítulo o 
por cualquiera de los delitos especificados en la sec. 
456j de este título o usare un arma en la comisión de 
cualquier delito y como resultado de tal violación alguna 
persona sufriera daño físico o mental, la pena 
establecida para el delito se duplicará.  Íd.  
 

 Surge del expediente que el Ministerio Público y el señor 

Maldonado llegaron a un preacuerdo allá para el 2 de septiembre 

de 2014.4  Mediante este el señor Maldonado hizo alegación de 

culpabilidad por dos cargos de homicidio (Art. 95 del Código 

Penal), un cargo por violación al Art. 5.04 de la Ley de Armas de 

Puerto Rico, y dos cargos por infringir el Art. 5.15 de esa misma ley 

especial, para una condena ascendente a 60 años de prisión.  Cabe 

destacar que, aunque en la Moción sobre Alegación Pre-Acordada 

no se hizo mención del Art. 7.03 de la Ley de Armas de Puerto 

                                                 
3 Toda vez que el señor Maldonado recurrió de una resolución interlocutoria, 

acogemos el presente escrito como un recurso de certiorari. 
4 Hemos de consignar que esta Curia Apelativa le solicitó a la Secretaría del TPI 

copia del preacuerdo alcanzado, así como de las sentencias condenatorias 
emitidas, por ser documentos esenciales para la adjudicación de la presente 

causa. 
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Rico, supra, en el desglose de los cargos con sus respectivas penas 

se detalló que las condenas para los delitos de la Ley de Armas se 

duplicarían.   

Luego de evaluar la solicitud de las partes, el juez 

sentenciador aceptó el preacuerdo y condenó al señor Maldonado a 

cinco años de reclusión en cada uno de los cargos por infracción al 

Art. 5.15 de la Ley de Armas Puerto Rico, los cuales duplicó al 

tenor del Art. 7.03 de esa misma legislación, por lo que le impuso 

diez años de reclusión en cada uno.  De igual forma, fue 

condenado a quince años de reclusión por cada cargo de homicidio 

y respecto al delito confeso del Art. 5.04 de la Ley de Armas de 

Puerto Rico, el foro sentenciador le impuso una pena de reclusión 

de cinco años, la cual también fue duplicada conforme las 

disposiciones del Art. 7.03 de la Ley de Armas de Puerto Rico, 

supra.  Por consiguiente, su pena de reclusión ascendió a 60 años, 

como lo habían acordado las partes en el preacuerdo.   

Como podemos ver, el señor Maldonado no solo fue 

debidamente notificado mediante la Moción sobre Alegaciones Pre-

Acordadas de los delitos por los cuales aceptaba culpabilidad, sino 

también de las penas y agravantes a los que se enfrentaba.  Por lo 

tanto, no puede alegar ahora desconocimiento ni violación de 

derechos constitucionales, pues al momento de aceptar el 

preacuerdo conocía que las penas por las infracciones a la Ley de 

Armas de Puerto Rico se duplicarían.  

Además, la norma de Pueblo v. Santana Vélez, supra, no fue 

quebrantada.  En dicho caso el Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

cónsono con Apprendi v. New Jersey, 530 U.S. 466 (2000) y su 

progenie, resolvió que en casos celebrados ante jurado al amparo 

de las disposiciones del Código Penal de 1974, los agravantes de la 

pena deben ser sometidos ante esa institución y ser probados más 



 
 

 
KLEM201600019 

 

4 

allá de duda razonable, salvo que sean aceptados por el acusado.  

Íd., a la pág. 76.   

De los hechos antes expuestos surge claramente que 

ninguna de las condiciones converge en el caso de marras.  Como 

vimos, la causa ante nuestra consideración culminó con una 

alegación preacordada5 donde el señor Maldonado aceptó los 

cargos allí imputados.  Resulta evidente que no hubo celebración 

de juicio ante jurado, por lo que agravante alguno tenía que ser 

sometido a la consideración de este cuerpo, máxime cuando por 

medio del preacuerdo el señor Maldonado admitió haber 

ocasionado la muerte a dos personas mediante el uso de un arma 

de fuego.  Ante ello es claro que el juez sentenciador no tuvo la 

necesidad de determinar hechos adicionales para la imposición del 

agravante estatuido en el Art. 7.03 de la Ley de Armas de Puerto 

Rico, el cual aplica de forma automática al coincidir los criterios 

que allí se disponen.  Ante ello, no erró el TPI en su proceder, pues 

actuó por imperativo de la Ley de Armas.   

Por los fundamentos expuestos y en vista de que la 

controversia de autos no merece mayores consideraciones por 

nuestra parte, denegamos expedir el auto de certiorari.  Regla 

40(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. 

XXII-B, R. 40(D).  

Notifíquese inmediatamente por la vía ordinaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

El juez Steidel Figueroa concurre con el resultado sin 

opinión escrita. 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
5 Nuestro Tribunal Supremo precisó que el acusado, al hacer alegación de 
culpabilidad, renuncia a valiosos derechos constitucionales, e.g. el derecho a que 
se pruebe su culpabilidad más allá de duda razonable; el derecho a un juicio 
justo, imparcial y público; el derecho a ser juzgado ante un juez o Jurado, y a 
presentar evidencia a su favor y rebatir la evidencia presentada en su contra.  
Pueblo v. Figueroa García, 129 D.P.R 798, 807 (1992).   


